
Este trabajo se centra en las amplias
conclusiones de las investigaciones recien-
tes en materia de territorio. Sostiene que
los derechos de propiedad bien definidos y
seguros son cruciales para generar incenti-
vos para la inversión y la gestión sostenible
de los recursos, para facilitar transferen-
cias de la tierra a bajo coste y acceso al
crédito, a medida que se desarrolla la eco-
nomía rural no agrícola y para proveer ser-
vicios públicos a un costo mínimo. Al
mismo tiempo, el hecho de que los temas
territoriales tengan tanta carga política y
sean tan polémicos a menudo llevó a dar
poca importancia al diálogo normativo, a
pesar de su significancia. A partir de una
revisión de la evolución histórica de los
derechos sobre la propiedad, este trabajo
destaca los canales que permiten que la
naturaleza de tales derechos, la forma en
que pueden transferirse, afecten el creci-
miento de la economía, la reducción de la
pobreza y el gobierno. Se reseñan las accio-
nes normativas que pueden ayudar a mejo-
rar la seguridad de los derechos sobre la
tierra, a reducir el coste de transferencia y

a fomentar un uso de la tierra socialmente
deseable en cada una de estas áreas.

Derechos de propiedad
sobre la tierra

La tierra es un bien clave para los secto-
res pobres del ámbito rural y urbano, que
brinda no sólo una base para el desarrollo
económico y social sino que también per-
mite delegarles poder para adaptarse en
diversas maneras a los desafíos planteados
por las recientes tendencias globalizadoras.
Será muy importante que los países utilicen
los recursos a su disposición de la manera
más efectiva, centrándose en las principales
fuerzas que dan forma a la evolución de los
derechos sobre la tierra, en las posibles
fuentes de inseguridad sobre la tenencia, y
en las formas en que la acción de la comu-
nidad o del gobierno pueden ayudar a
reducir esa inseguridad y a crear una base
para un uso más efectivo de la tierra, pro-
moviendo así el crecimiento y también la
reducción de la pobreza.
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Orígenes y evolución de los
derechos de propiedad

Los derechos de propiedad sobre la tie-
rra son convenciones sociales que regulan
la distribución de los beneficios acumula-
dos gracias a los usos específicos dados a
una cierta parcela de tierra. Varios argu-
mentos respaldan que la estipulación de
tales derechos sea de carácter público. Pri-
mero, el alto coste fijo de la infraestructura
institucional necesaria para establecer y
mantener los derechos de propiedad sobre
la tierra favorece la estipulación de carácter
público o, al menos, la reglamentación
pública de los mismos. En segundo lugar,
los beneficios derivados de la posibilidad
de transferir los derechos de propiedad
sobre la tierra sólo se consiguen cuando
tales derechos están normalizados y pue-
den ser fácil e independientemente verifi-
cados. Por último, si la estipulación de los
derechos no está centralizada, los propieta-
rios y los empresarios se verán forzados a
gastar recursos para defender sus reclamos
de propiedad, por ejemplo, usando guar-
dias, vallados, etc. lo que no sólo es ruino-
so socialmente sino que representa una
desventaja desproporcionada para los
pobres, que cuentan con menos posibilida-
des de enfrentar tales gastos.

Históricamente, un motivo que llevó a
la evolución de los derechos de propiedad
fue la respuesta a mayores retornos sobre la
inversión en usos más intensivos de la tie-
rra debidos al crecimiento de la población
o a oportunidades que surgieron de una
mayor integración del mercado y de los
avances técnicos. Los derechos de propie-
dad sobre la tierra no son muy importantes
cuando hay abundancia de tierras. En el
transcurso del desarrollo, la necesidad de
sostener una gran población exigirá inver-
siones en la tierra que los productores esta-
rán más dispuestos a realizar si sus dere-
chos de propiedad están asegurados
(Boserup, 1965). Existe abundante eviden-
cia que sugiere que las innovaciones insti-

tucionales apropiadas pueden generar un
círculo virtuoso de más población y más
inversión en la tierra, crecimiento econó-
mico y mayor bienestar (Hayami y Ruttan,
1985). Al mismo tiempo, si las institucio-
nes no administran los derechos de propie-
dad sobre la tierra en respuesta a estas
demandas, se puede generar un conflicto y
socavar el potencial productivo y económi-
co de las sociedades.

Junto a esta evolución, la imposición de
derechos de propiedad sobre la tierra por
parte de fuerzas externas o de los podero-
sos locales ha afectado la naturaleza de
estos derechos en muchos países del
mundo en desarrollo (Binswanger y col.,
1995). El objetivo de estas intervenciones
fue obtener mayores ganancias de pobla-
ciones con pequeñas propiedades o de obli-
garlas a convertirse en obreros asalariados.
Para hacerlo, se utilizó una variedad de
mecanismos, a menudo respaldados por
distorsiones en otros mercados. No sor-
prende saber entonces que tal imposición
de derechos a menudo alteró la evolución
de los derechos de propiedad sobre la tierra
como respuesta al crecimiento poblacional
o, al designar instituciones locales o modi-
ficar su funcionamiento, produjo grandes
cambios en la manera que la tierra era dis-
tribuida y manejada en el ámbito local. 

En vista de que la evolución histórica
de los derechos de propiedad sobre la tierra
no es una respuesta a fuerzas puramente
económicas, no sorprende ver que los siste-
mas instrumentados en muchos países a
menudo difieren de los que hubieran resul-
tado óptimos tanto desde un punto de vista
económico como social. Por ejemplo, en
África, la gran mayoría del territorio fun-
ciona bajo sistemas de tenencia de la tierra
basados en la costumbre y hasta hace muy
poco tiempo, permanecían fuera de la legis-
lación formal. En Europa Oriental, las
estructuras colectivas de producción no
lograron contribuir al crecimiento rural. En
América Latina y en algunas zonas de Asia,
la gran desigualdad en cuanto a la propie-
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dad de la tierra y acceso a los bienes han
dificultado el establecimiento de esquemas
de crecimiento que permitan verdadera-
mente la inclusión de los pobres, impidien-
do así que el crecimiento disminuya las
desigualdades pre-existentes. A pesar de
estas deficiencias, los sistemas no óptimos
y económicamente ineficientes en materia
de derechos de propiedad han permaneci-
do vigentes durante largos períodos de
tiempo. En realidad, los cambios de largo
alcance de las relaciones con el territorio en
general han estado limitados a las grandes
transiciones históricas. Es necesario indi-
car cuáles son las características deseables.

Características deseables de los derechos
de propiedad sobre la tierra

Los derechos de propiedad sobre la tie-
rra necesitan de un horizonte suficiente
para servir como incentivo a la inversión, y
deben definirse de manera que puedan faci-
litar su aplicación, observancia y transfe-
rencia. Necesitan ser administrados y apli-
cados por instituciones que gocen tanto de
respaldo legal como de legitimidad social,
que sean accesibles y rindan cuenta a los
titulares de los derechos de propiedad. Aún
si estos derechos de propiedad sobre la tie-
rra son asignados a un grupo, deben ser
claros los derechos y obligaciones de las
personas que integran ese grupo, la forma
en que se pueden modificar y en que serán
impuestos. Además, como los derechos de
propiedad exigirán una definición más pre-
cisa a medida que aumenten los valores de
los recursos, las instituciones a cargo de
administrar los derechos de propiedad
necesitan ser flexibles para evolucionar y
satisfacer las necesidades cambiantes.

En la medida de que uno de los princi-
pales propósitos de los derechos de propie-
dad es facilitar la inversión, el plazo por el
cual se otorgan esos derechos necesita al
menos equiparar el período durante el que
pueden acumularse los posibles retornos

sobre la inversión. Esto claramente depen-
de del potencial para inversión, que es
mayor en áreas urbanas que rurales. Si
bien los derechos de propiedad por tiempo
indefinido son la mejor opción, una alter-
nativa es conceder derechos a largo plazo
que puedan ser renovados automáticamen-
te. Teniendo en cuenta los intervalos de
tiempo implicados, se debe prestar espe-
cial atención a garantizar que tales dere-
chos se hereden y de hecho esto ha demos-
trado ser crucial para mejorar la capacidad
de las mujeres para controlar tierra de su
propiedad.

Los derechos de propiedad sobre la tie-
rra deberían estar definidos de manera que
sean fáciles de identificar y de transferir a
un costo bajo pero acorde al valor de la tie-
rra a la que hacen referencia. Con valores
limitados de la tierra, los mecanismos de
bajo costo para identificar los límites, tales
como marcaciones físicas (setos, ríos y
árboles) que estén reconocidos por la
comunidad, en general serán suficientes
mientras que valores más altos de recursos
requerirán medios de demarcación más
precisos y costosos. Igualmente, donde la
tierra sea relativamente abundante y las
transacciones infrecuentes, resultarán ade-
cuados los mecanismos de bajo costo para
registrar las transacciones, como el uso de
testigos o el testimonio de los ancianos de
la comunidad. En general se adoptarán
mecanismos más formales cuando las tran-
sacciones sean más frecuentes y empiecen a
traspasar los límites tradicionales de la
comunidad y del clan.

La principal ventaja de los derechos de
propiedad formales frente a los informales
es que los titulares de derechos formales
pueden recurrir al poder del Estado para
hacer valer sus derechos. Para que esto sea
factible, las instituciones involucradas
necesitan contar con respaldo legal y con
legitimidad social, incluso deben ser res-
ponsables ante la población y accesibles.
Sin embargo, en muchos países, especial-
mente en África, la brecha entre legalidad y
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legitimidad ha generado mucha fricción,
algo claramente demostrado por el hecho
de que en África más del 90% de la tierra
sigue estando fuera del sistema legal vigen-
te. La falta de respaldo legal para las insti-
tuciones que administran el territorio pero
cuentan con legitimación social puede
socavar su capacidad de recurrir a distintos
mecanismos, excepto los informales, para
hacer valer los derechos de propiedad. Por
el contrario, instituciones con respaldo
legal pero sin reconocimiento social pue-
den modificar muy poco la situación en
que vive la gente común y han demostrado
ser muy ineficaces. Unir legalidad con legi-
timidad es un gran desafío regulatorio que
no puede resolverse en forma abstracta.

Si es más adecuado otorgar los derechos
de propiedad a las personas o a un grupo
dependerá de la naturaleza del recurso y de
los sistemas sociales vigentes. Los derechos
grupales serán útiles en situaciones carac-
terizadas por economías de escala en la ges-
tión de recursos o si existen externalidades
que pueden ser gestionadas en forma gru-
pal pero no individual. En general, la ven-
taja del derecho de propiedad grupal frente
al individual se pierde durante el desarrollo
por diversos factores. El progreso tecnoló-
gico reduce el riesgo de pérdida de cosecha
y a la vez aumenta el retorno potencial de
las inversiones; el desarrollo de la econo-
mía no agrícola permite acceder a flujos de
ingresos más predecibles y un mayor acce-
so a la infraestructura física reduce no sólo
el riesgo, sino también el costo de conceder
derechos de propiedad de carácter público.
Por lo tanto, con el desarrollo económico,
es esperable ver una tendencia hacia for-
mas más individuales de derechos de pro-
piedad. Al mismo tiempo, la mayor indivi-
dualización de la propiedad es una
transformación que no se logra automática-
mente. Por el contrario, se verá afectada
por factores políticos y económicos, coinci-
diendo por lo tanto y también a menudo
con grandes conflictos, agitación social y
luchas por el poder.

Los cambios demográficos exógenos,
especialmente en ausencia de desarrollo
económico, pueden aumentar la escasez y
el valor de la tierra. Esto puede poner en
duda la autoridad de organismos e institu-
ciones dedicadas a distribuir la tierra y a
resolver disputas y que antes no eran cues-
tionadas. Los conflictos por la tierra a
menudo provocan fuertes efectos negativos
externos que pueden socavar la autoridad y
efectividad del Estado mediante el estable-
cimiento de una multiplicidad de institu-
ciones paralelas, como lo ilustra el hecho
de que, en algunos casos, los conflictos
pendientes por la tierra provocaron una
escalada y se convirtieron en un importan-
te factor que contribuyó al fracaso del Esta-
do. Para evitar esto, las instituciones que
administran los derechos de propiedad
sobre la tierra necesitarán poder reinterpre-
tar las tradiciones y las normas sociales con
autoridad y competencia para hacerlo y en
una manera que proteja al pobre y al vul-
nerable del abuso de sus derechos por parte
de quienes tienen el poder político y los
recursos económicos.

Evidencia del impacto de la seguridad
sobre la tenencia de la tierra

En muchos países en vías de desarrollo,
la inseguridad legal sobre la tenencia de la
tierra impide a grandes sectores de la
población lograr beneficios económicos y
no económicos como, por ejemplo: mayo-
res incentivos para la inversión, transferi-
bilidad de la tierra, más acceso al crédito,
manejo más sostenible de los recursos e
independencia de la interferencia discre-
cional de los burócratas, todos normal-
mente asociados con la seguridad jurídica
sobre la tenencia de la tierra. Más del 50%
de la población peri-urbana de África y
más del 40% en Asia convive con la tenen-
cia informal y por lo tanto su derecho de
propiedad sobre la tierra tiene muy poca
seguridad jurídica. Si bien no existen datos
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disponibles sobre zonas rurales, se informa
que los usuarios de tierra rural realizan
considerables inversiones en la tierra
como una forma de incrementar la seguri-
dad sobre su tenencia (Platteau, 2000;
Otsuka, 2001), hecho que demuestra el
gran valor que se da a la seguridad sobre la
tenencia de la tierra.

Un primer beneficio fácilmente com-
probable de una mayor seguridad jurídica
sobre la tenencia de la tierra es el incre-
mento en los incentivos a la inversión de
los usuarios de la tierra. Algunos estudios
han informado que la inversión se duplicó,
y que los valores de la tierra con mayor
seguridad jurídica sobre su tenencia se ubi-
can entre el 30 y el 80% de los valores de la
tierra con menor seguridad jurídica y, por
tanto, mayores posibilidades de perderse
(Feder, 2002). La transferibilidad de la tie-
rra aumentará este efecto y es importante
donde han aumentado las transacciones
inmobiliarias entre productores menos y
más productivos, por ejemplo, por el
mayor desarrollo de la economía no agríco-
la y la migración rural urbana (Deininger y
col., 2003) Una mayor seguridad jurídica
sobre la tierra también reducirá el tiempo y
los recursos individuales que deben gastar-
se para asegurar los derechos de propiedad
sobre la tierra, pudiendo entonces las per-
sonas invertir estos recursos en otra parte.

Por último, donde existe demanda
efectiva por el crédito, un título formal de
tenencia de la tierra permitiría a los pro-
ductores lograr el acceso al crédito y mejo-
rar el funcionamiento de los mercados
financieros. Desde hace mucho se sabe que
el impacto del acceso al crédito puede ser
diferenciado por el tamaño de las propie-
dades y que, por lo tanto, debe prestarse
atención a los efectos anticipados sobre el
capital (Carter y Olinto, 2003). En aque-
llos casos en que el efecto del crédito
–unido a la existencia de un título– proba-
blemente no se materialice en un futuro
cercano, un método más gradual y de
menor costo para dar seguridad jurídica a

los derechos de propiedad y mejorar así la
seguridad sobre la tenencia de la tierra
que, además, tenga la posibilidad de actua-
lizarse cuando surja la necesidad, permiti-
rá que, si bien no todos, al menos la mayo-
ría acceda a los beneficios de mayor
seguridad jurídica sobre la tenencia de la
tierra con menor coste.

La seguridad jurídica sobre la tenencia
de la tierra será particularmente importan-
te para los sectores tradicionalmente discri-
minados. Los derechos de las mujeres que-
darán garantizados donde las mujeres sean
principalmente quienes cultivan la tierra,
donde haya mucha emigración o donde el
control de las actividades productivas se
diferencie según el sexo, o donde la morta-
lidad adulta y las leyes confusas sobre la
herencia minen el sustento de las mujeres
si sus maridos mueren, como sucede en
África con el VIH-SIDA (Deininger & Cas-
tagnini, 2002).

Formas de aumentar la seguridad
jurídica sobre la tenencia de la tierra

Los hallazgos descritos en el epígrafe
anterior indican que los gobiernos desem-
peñan un papel en la provisión de seguri-
dad jurídica sobre la tenencia de la tierra a
favor de los propietarios y usuarios de la
tierra. Si bien los títulos formales incre-
mentan la seguridad jurídica en muchas
situaciones, la experiencia indica que no
siempre hacen falta y que a menudo no son
condición suficiente para el uso óptimo del
recurso tierra. El objetivo de la seguridad
jurídica sobre la tenencia de la tierra a largo
plazo, administrado de manera eficaz en
función de los costes y a través de institu-
ciones que combinen legalidad con legiti-
midad social puede lograrse de varias
maneras, según la situación.

En los sistemas de propiedad fundados en
la costumbre el reconocimiento legal de los
derechos e instituciones existentes, sujeto a
condiciones mínimas, suele ser más efecti-
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vo que los intentos prematuros de estable-
cer estructuras formales. El reconocimien-
to legal de los derechos de propiedad sobre
la tierra fundados en la costumbre y sujeto
a la determinación de la categoría de miem-
bro y a la codificación o establecimiento de
normas y mecanismos internos para la
resolución de conflictos puede aumentar
mucho la seguridad de los ocupantes. La
demarcación de los límites del territorio de
una comunidad puede eliminar la amenaza
de usurpación por parte de extraños y a la
vez diseñar procedimientos bien definidos
dentro de la comunidad para asignar dere-
chos dentro del grupo. Históricamente, los
conflictos surgen primero con relación a la
transferencia de la tierra, especialmente a
extraños. Cuando se produce una transfe-
rencia de ese tipo y la sociedad la acepta,
los términos deben ser registrados por
escrito para evitar una ambigüedad que
más tarde puede provocar conflictos
(Lavigne Delville y col., 2002).

Los ocupantes de terrenos públicos o tie-
rras fiscales han realizado esfuerzos consi-
derables para mejorar su seguridad jurídica,
en algunos casos con inversiones significati-
vas, pero suelen seguir siendo vulnerables a
las amenazas de desalojo. A causa de las
limitaciones sobre sus derechos de propie-
dad, a menudo no pueden hacer un uso
completo de la tierra que ocupan. Por lo
tanto, concederles derechos legales y regula-
rizar la posesión es importante, al igual que
garantizar la existencia de medios adecua-
dos para resolver conflictos que pudieran
surgir en el proceso. En muchas situaciones,
consideraciones políticas o de otra índole
pueden impedir el otorgamiento de dere-
chos de propiedad privada completos. Si las
instituciones existentes tienen suficiente
credibilidad como para acordar contratos de
arrendamiento, concediendo derechos de
arrendamiento seguros, transferibles y a
largo plazo se podrán realizar, si no todos, la
mayoría de los beneficios de las inversiones
asociadas con la seguridad jurídica de la
tenencia de la tierra. En estos casos, la mejor

opción sería el reconocimiento de una ocu-
pación pacífica a largo plazo y de buena fe
(prescripción adquisitiva) y la concesión de
arrendamientos a largo plazo con cláusulas
de renovación automática. Si los arrenda-
mientos otorgados por instituciones estata-
les no son creíbles, puede ser necesario pro-
ceder a una privatización total que dé a los
usuarios suficiente seguridad jurídica sobre
la tenencia y los beneficios asociados. El
hecho de que las entidades financieras no
acepten los arrendamientos a largo plazo
como garantía a pesar de la fuerte demanda
de créditos, sería un indicador de falta de
credibilidad.

Cuando la opción elegida es el título
individual, la realización de muchos de los
beneficios que aporta la seguridad jurídica
sobre la tenencia de la tierra puede verse
obstaculizada por la ineficiencia de las ins-
tituciones responsables del ordenamiento
territorial, demarcación de los límites parce-
larios, registro de la tierra y mantenimiento
de los registros, adjudicación de derechos y
resolución de conflictos. Si estas institucio-
nes no trabajan bien, están mal coordina-
das, son ineficientes o corruptas, los costes
de la transacción aumentan y reducen la
cantidad de transacciones a cifras por deba-
jo de las que serían socialmente óptimas y
excluyen, en muchos casos, a los sectores
más pobres. La falta de claridad respecto a
quién es responsable de ciertas áreas o de la
lucha entre las instituciones ha pasado a ser
una importante fuente de inseguridad que
debilita el valor y la autoridad de los títulos
o certificados de propiedad de la tierra que
fueron distribuidos. En esas situaciones,
una reforma institucional que incluya una
mayor coordinación dentro del gobierno y
de las relaciones con el sector privado, será
la condición previa básica para que el Esta-
do tenga la capacidad efectiva de conceder
derechos de propiedad.

Si bien la mayoría de los Estados reco-
nocen el principio de igualdad de hombres
y mujeres ante la ley, los procedimientos
usados por las instituciones a cargo del
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ordenamiento territorial suelen discriminar
a las mujeres, de manera explícita o implí-
cita. Para superar esta situación, debería
garantizarse que los gobiernos tomen una
actitud pro-activa que favorezca la conce-
sión de derechos de propiedad a las muje-
res y que realicen una evaluación rigurosa
de los métodos innovadores que buscan
lograr mayor igualdad entre los sexos en el
control de los bienes conyugales.

Transferencia de propiedad
Si bien los habitantes de zonas rurales

en general acceden a la tierra mediante una
variedad de canales diferentes (de Janvry y
col., 2001), las transferencias de propiedad
pueden desempeñar un papel importante al
permitir que personas productivas pero sin
tierras o con pocas tierras, accedan a más
tierras. Los mercados de la tierra e inmobi-
liarios también facilitan la transferencia de
tierras a medida que se desarrolla la econo-
mía no agrícola y, cuando las condiciones
existen, permiten el uso de la tierra como
garantía para el mercado del crédito. Las
imperfecciones del mercado de capitales y
las distorsiones regulatorias han impedido,
en muchas instancias, que la venta de tie-
rras genere mayores niveles de productivi-
dad o una reducción de los niveles de
pobreza. Esto ha llevado a algunos obser-
vadores a adoptar una actitud negativa res-
pecto a cualquier tipo de actividad del mer-
cado de la tierra e inmobiliario y a apoyar
la intervención del Estado, a pesar del con-
siderable alcance del mercado de alquileres
y arrendamientos y la evidencia de la poca
eficacia de las intervenciones del Estado en
dichos mercados.

Fundamentos conceptuales

Para comprender por qué en algunos
casos las transferencias de propiedad no
contribuyen a mejorar la productividad y la

equidad, es necesario revisar los funda-
mentos conceptuales que subyacen bajo el
funcionamiento de los mercados inmobilia-
rios y de la tierra y analizar cómo las
imperfecciones del mercado que a menudo
se encuentran en zonas rurales del mundo
en vías de desarrollo, tienen un impacto
diferente sobre las ventas y alquileres de
tierras.

Las imperfecciones del mercado laboral
y del crédito, y el alcance de las economías
de escala en la producción afectan el fun-
cionamiento de los mercados inmobilia-
rios. Muchos trabajos publicados han
demostrado que la agricultura no mecani-
zada en general no presenta economías de
escala en la producción (Carter, 1984; Ben-
jamin, 1995; Deininger y Feder, 2001), si
bien las economías de escala de la comer-
cialización pueden en algunos casos ser
retrotraídas a la etapa de la producción. Al
mismo tiempo, la necesidad de estricta
supervisión de los trabajadores contratados
implica que las explotaciones agrícolas tra-
bajadas por sus dueños son más eficientes
que las que se apoyan fundamentalmente
en el trabajo de grandes cantidades de tra-
bajadores asalariados. Sin embargo, para
superar las imperfecciones inherentes al
mercado del crédito harán falta garantías y
racionamiento. Esto favorece a los produc-
tores dueños de grandes extensiones de tie-
rras y, en medios donde el acceso al crédito
es importante, puede llevar a la aparición
de una relación positiva entre el tamaño de
la explotación y la productividad, contra-
rrestando posiblemente la ventaja que tie-
nen las explotaciones más pequeñas traba-
jadas por sus dueños al no pagar el costo de
supervisión. Estos factores tienen diferen-
tes implicaciones en el mercado de los
alquileres y en el de las ventas.

El mercado de los alquileres se caracte-
riza por costes de transacción bajos y, en la
mayoría de los casos, cuando el alquiler se
paga anualmente, requiere de un desem-
bolso de capital inicial limitado. Este fac-
tor, junto con la capacidad de las partes de



ajustar los términos contractuales de
manera que puedan superar las fallas del
mercado de capitales y de otros mercados,
implica que los alquileres –más que la
venta– son un medio más flexible y versá-
til para transferir tierras de manos de pro-
ductores menos productivos a otros más
productivos (Sadoulet y col., 2001). Por lo
tanto, es más probable que los alquileres
mejoren la productividad general y, ade-
más, que sirvan como trampolín para que
los arrendatarios acumulen experiencia y
puedan en un futuro hacer la transición y
convertirse en propietarios de tierras.

La importancia de la seguridad jurídica
sobre la tenencia de la tierra para el merca-
do de los alquileres queda demostrada por
el hecho de que, cuando se percibe falta de
seguridad jurídica, es difícil firmar contra-
tos a largo plazo. En realidad, una relativa
inseguridad jurídica sobre la tenencia ha
sido considerada una de las razones clave
para la virtual ausencia de contratos de
alquiler a largo plazo en la mayoría de los
países latinoamericanos.

En los trabajos publicados en la litera-
tura sobre el tema, se ha puntualizado
muchas veces que los contratos de alquiler
de monto fijo tienen más posibilidades de
maximizar la productividad que los de
monto porcentual. Sin embargo, no se pue-
den ofrecer contratos de alquiler de monto
fijo a los productores pobres por el riesgo
del incumplimiento. En esos casos, surgió
como segunda mejor opción el contrato de
aparcería. Se ha discutido mucho si este
tipo de contratos se asocia con ineficacias
importantes y si la acción del Estado puede
lograr mejoras. En la práctica, las pérdidas
de eficiencia asociadas con los contratos de
aparcería parecen haber sido relativamente
pequeñas y ha sido difícil, si no imposible,
mejorarlas mediante la intervención del
Estado. Teniendo en cuenta que las partes
contractuales gozan de considerable flexi-
bilidad para ajustar los términos del con-
trato y así evitar las ineficiencias, por ejem-
plo, acordando relaciones a largo plazo o

con estricta supervisión, la idea generaliza-
da es que prohibir las aparcerías u otras for-
mas de contratos de alquiler seguramente
no va a mejorar la productividad (Otsuka y
col., 1992). El impacto social de los contra-
tos de alquiler depende de los términos del
contrato que, a su vez, se ven afectados por
las opciones externas abiertas en particular
para la parte más débil. Los esfuerzos para
expandir el rango de opciones a disposi-
ción de los arrendatarios, por ejemplo,
dando acceso a la infraestructura y a los
mercados laborales no agrícolas, probable-
mente tengan un impacto más beneficioso
sobre los resultados del mercado de los
alquileres y la productividad rural que la
prohibición de algunas opciones.

La transferencia de los derechos de uso
de la tierra a través del mercado de los
alquileres puede aportar mucho a la mejo-
ra de la productividad y al bienestar en las
economías rurales. Al mismo tiempo, para
que la tierra pueda ser usada como garantía
en el mercado del crédito, será necesario
contar con la capacidad de transferir su
propiedad y así tener una base para opera-
ciones de bajo costo en los mercados finan-
cieros. Esta ventaja tiene un coste, ya que
las imperfecciones del mercado del crédito
y también otras distorsiones, como los sub-
sidios agrícolas afectarán más las ventas
que los alquileres.

La actividad del mercado de venta de tie-
rras dependerá de las expectativas de los
participantes respecto a los futuros movi-
mientos en los precios, creando la potencia-
lidad de burbujas en los precios de los bie-
nes que el valor productivo subyacente no
justifica y también una tendencia hacia la
compra de tierras para especulación por
parte de los ricos que anticipan grandes
ganancias de capital. Existe amplia eviden-
cia histórica que también demuestra que en
entornos de riesgo, donde los pequeños pro-
pietarios no tienen acceso al mercado del
crédito, los pobres pueden vender bienes
embargados con el consiguiente impacto
negativo sobre el patrimonio y la eficiencia a
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lo largo del tiempo. El impacto de la venta
de estos bienes embargados se ve magnifica-
do por el hecho de que, donde las ventas de
tierras son escasas, como en la mayoría de
las zonas rurales, los precios de la tierra pue-
den fluctuar mucho en el tiempo. Los altos
costos de las transacciones asociados con la
venta de tierras, que a menudo aumentan
aún más por la intervención del Estado,
pueden llevar a la segmentación de estos
mercados donde ciertos estratos sólo tratan
entre ellos o las ventas se hacen de manera
informal. Todos estos factores implican que
la compra de tierras por parte de los pobres
a través del mercado de ventas de tierra se
hace difícil y, en consecuencia, la potencial
mejora de la productividad con la redistri-
bución de las tierras a través de la venta pro-
bablemente sea muy limitada.

Repercusiones regulatorias

Para realizar todos los beneficios que
puede acumular el mercado de los alquile-
res, el Estado debe garantizar suficiente
seguridad jurídica sobre la propiedad de la
tierra para facilitar contratos a largo plazo y
para eliminar restricciones injustificadas al
funcionamiento de ese mercado. En teoría,
en algunos casos, pueden justificarse las
limitaciones sobre el funcionamiento del
mercado de venta de tierras. En la práctica
y casi invariablemente, los esfuerzos para
implementar esas restricciones han debili-
tado los derechos de propiedad y el resulta-
do ha sido que las consecuencias negativas
no intencionadas superaron los impactos
positivos que se esperaban lograr. Con
pocas excepciones, como en el caso de un
cambio estructural rápido, esas restriccio-
nes son poco recomendables como herra-
mienta regulatoria efectiva.

Los incentivos para que los usuarios
realicen inversiones sobre la tierra que
aportan los contratos de alquiler a corto
plazo son limitados. Para que los contratos
a largo plazo sean factibles, es crucial con-

tar con derechos de propiedad de la tierra
de larga duración y con buenos niveles de
seguridad jurídica sobre la tenencia. Ade-
más, encontrar formas de garantizar esa
seguridad jurídica sobre la tenencia es un
tema regulatorio clave. La imposición de
un techo al valor del alquiler o la concesión
de derechos de propiedad implícitos a los
arrendatarios ha representado otro proble-
ma para el mercado de alquiler de la tierra.
Si bien un sistema de arrendamiento eficaz-
mente implementado puede beneficiar a
los arrendatarios existentes, es costoso y
por lo tanto puede no ser una forma efi-
ciente de transferencia de recursos a los
pobres, aún en el corto plazo. En el largo
plazo, estas restricciones pueden reducir la
cantidad de tierras disponibles para arren-
dar y debilitar la inversión, afectando así
directamente a los pobres. La evidencia
proveniente de países que han eliminado
estas restricciones sugiere que hacerlo
puede mejorar el acceso a la tierra a través
del mercado de alquileres y aumentar la
participación de los propietarios en el mer-
cado laboral no agrícola, reducir así el
poder discrecional de los burócratas y
mejorar el gobierno. Por lo tanto, ver cómo
establecer etapas para eliminar estas res-
tricciones sin debilitar el capital y, en parti-
cular, protegiendo a los arrendatarios exis-
tentes constituye un problema regulatorio.

Las imperfecciones del mercado del cré-
dito afectan el funcionamiento de las ven-
tas y pueden llevar a situaciones donde la
intervención del Estado, en un mundo
hipotético de implementación perfecta,
tenga como consecuencia una mejor efi-
ciencia y mayor equidad. Sin embargo, ha
quedado demostrado que la implementa-
ción de tales intervenciones es terriblemen-
te difícil. En la amplia mayoría de los casos,
las restricciones sobre las ventas de tierras
han debilitado la seguridad jurídica de la
tenencia y terminado por empeorar la
situación inicial.

Las restricciones sobre la transferibili-
dad de la tierra impuestas por un poder



central en general han limitado el acceso al
crédito y a menudo han empujado las ope-
raciones a la informalidad. Excepto en
situaciones de rápida transición económi-
ca, es poco probable que dichas restriccio-
nes encuentren una justificación. Es más
probable que las comunidades locales, no
los burócratas del gobierno, puedan apre-
ciar los costos de limitar la transferencia de
la tierra a extraños o los beneficios de eli-
minar estas restricciones. En la medida de
que tales decisiones se tomen con transpa-
rencia, conciencia de los costos y benefi-
cios, con comunidades con posibilidades
de decidir si mantienen o eliminan las res-
tricciones sobre la venta de tierras a extra-
ños (que generalmente caracterizan los sis-
temas de tenencia de la tierra fundados en
la costumbre) pueden ser más efectivas que
las restricciones decididas por un poder
central e imposibles de imponer.

Establecer un techo a la propiedad de
tierras en general no ha sido una medida
efectiva para dividir grandes extensiones.
En lugar de eso, llevó a más burocracia,
subdivisiones espurias y corrupción (Appu,
1997). En países donde se impuso un techo
bajo, aparentemente el impacto sobre las
inversiones y el acceso al crédito por parte
de los propietarios fue negativo, como en
Filipinas. La única situación donde puede
haber una justificación es cuando se esta-
blece un techo suficientemente alto como
para limitar la compra de tierras para espe-
culación, algo tal vez pertinente en algunos
países de la CEI (Comunidad de Estados
Independientes).

Mucha fragmentación, producto bien de
sucesivas subdivisiones por procesos suce-
sorios o por el deseo de conceder al menos
una parcela de una calidad determinada o
tipo de uso a cada productor durante el pro-
ceso de distribución de la tierra, muchas
veces llevan a ineficiencias en la producción
agrícola. La magnitud e importancia de
estas ineficiencias aumenta a medida que se
mecaniza la producción agrícola. Enfrentar
la fragmentación caso por caso a partir de la

iniciativa individual puede generar grandes
costos de negociación, un tema que ha ser-
vido de justificación para que los gobiernos
adopten programas para complementar los
mecanismos el mercado buscando facilitar
una consolidación más rápida de los bienes
con un costo inferior. Si bien Europa Occi-
dental informa grandes beneficios derivados
de los programas éstos han sido lentos. La
evidencia de China destaca que, cuando hay
una capacidad administrativa limitada, los
programas que buscan la consolidación
pueden sufrir grandes dificultades y no
lograr los beneficios esperados. Sería desea-
ble realizar una rigurosa evaluación de los
costos y beneficios de diferentes métodos de
consolidación en Europa Oriental, además,
es necesario antes de ampliar su adopción y
recomendar medidas de esta naturaleza.

Uso socialmente
deseable de la tierra

Más que la intervención administrativa,
las operaciones descentralizadas fundadas
en derechos de propiedad de la tierra con
seguridad jurídica probablemente sean más
conducentes a la eficiencia y la equidad, a
la vez que ofrecen menos posibilidades de
corrupción y de otros efectos colaterales no
deseados sobre todo a medida que aumen-
ta la cantidad de transferencias y los deta-
lles contractuales se hacen más complejos.
Al mismo tiempo, los gobiernos desempe-
ñan un rol claro en una cantidad de aspec-
tos. Los gobiernos necesitan ayudar a esta-
blecer el marco legal e institucional para el
funcionamiento del mercado de las tierras
y también diseñar un entorno regulatorio
que recompense las operaciones que
aumentan la productividad y bienestar, no
lo contrario. Donde la distribución de la
tierra es muy desigual y existen grandes
extensiones de tierra productiva subutiliza-
da o no utilizada, los Estados tal vez consi-
deren necesario tratar temas fundamentales
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relacionados con la distribución de patri-
monios que los mercados no pueden abor-
dar. Los Estados cuentan con instrumentos
fiscales y normativos para dar incentivos al
uso de la tierra que maximice el bienestar
social, por ejemplo, ayudando a internali-
zar efectos que son externos a los usuarios
individuales de la tierra. A pesar de su falta
de capacidad administrativa, muchos paí-
ses en vías de desarrollo confían en forma
desproporcionada en métodos regulatorios,
a menudo con el resultado de alentar un
comportamiento burocrático discrecional.
Conocer el fundamento para una interven-
ción específica, los diferentes mecanismos
y el nivel más apropiado para realizarlo
puede contribuir a fomentar un método
que podría producir resultados más satis-
factorios, tanto con relación a su cumpli-
miento como en cuanto a la reducción de la
burocracia que deben enfrentar los empre-
sarios privados.

Reforma agraria

En muchos países la actual distribu-
ción de la propiedad de la tierra se ha ori-
ginado en políticas discriminatorias y no
en las fuerzas del mercado; por tanto, ello
ha servido por mucho tiempo como justi-
ficación para adoptar políticas orientadas a
la reforma agraria. Los resultados de estas
políticas han sido variados. Las reformas
agrarias han tenido mucho éxito en Asia
(Japón, Corea, Taiwán [China]) y se han
informado impactos positivos en algunos
países africanos, como Kenia y Zimbabwe
en las primeras etapas de las reformas
puestas en marcha después de la indepen-
dencia (Gunning y col., 2000; King, 1977;
Jeon y Kim, 2000). Al mismo tiempo, las
reformas agrarias en América Latina no
han logrado sus objetivos y siguen incom-
pletas en muchos aspectos (de Janvry y
Sadoulet, 1989). Las reformas estuvieron
en general orientadas por objetivos políti-
cos de corto plazo e hicieron hincapié en

lo “agrario”, en un uso agrícola exclusivo.
Estas fueron razones clave para el limitado
impacto logrado, ya que aumentaron el
coste y redujeron la cantidad de beneficia-
rios potenciales y el efecto de la reforma
sobre la pobreza.

Donde coexisten una profunda inequi-
dad en la distribución de la tierra, la subu-
tilización de vastas extensiones de tierra
productiva y pobreza rural extrema, hay
motivos para plantear medidas redistributi-
vas que mejoren el acceso a la tierra de los
pobres, tanto desde el punto de vista políti-
co como económico. Aún en esos casos,
será adecuado aplicar una cantidad de ins-
trumentos diferentes (desde la expropia-
ción con indemnización hasta la activación
de los mercados de arrendamientos) que
tengan efecto sobre la transferencia de la
propiedad y, para garantizar el uso produc-
tivo de la tierra, la reforma agraria necesita
combinarse con otros programas a disposi-
ción del gobierno. Para garantizar el éxito,
es esencial tener acceso a bienes de otra
naturaleza (no tierra) y a capital de trabajo
y también a un entorno normativo propicio
(Deininger, 1999). Los beneficiarios de la
reforma agraria necesitan la posibilidad de
acceder a los mercados de la producción y
del crédito, la elección de los beneficiarios
debe ser transparente y participativa y se
debe prestar atención a la viabilidad fiscal
de la reforma.

Existen más probabilidades de que los
gobiernos den respuesta a estos desafíos si
utilizan los mecanismos a su disposición
unidos al objetivo de maximizar las siner-
gias entre los mismos. Esto también impli-
ca la necesidad de integrar la reforma agra-
ria en el más amplio contexto de las
políticas económicas y sociales para el
desarrollo y la reducción de la pobreza, así
como implementar programas en forma
descentralizada buscando la máxima parti-
cipación de los beneficiarios potenciales y
con, al menos, algún elemento concesiona-
rio. Teniendo en cuenta la importancia y
persistencia del tema, el muchas veces aca-
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lorado debate que lo rodea y la falta de evi-
dencia cuantitativa sobre algunos de los
más recientes métodos, es particularmente
importante realizar una evaluación riguro-
sa, abierta y participativa de las experien-
cias en marcha.

Conflicto sobre la tierra 

La creciente escasez de tierras unida a
las altas tasas de crecimiento poblacional,
junto a, posiblemente, un legado histórico
de discriminación y muy desigual acceso a
la tierra, implica que muchos de los con-
flictos contemporáneos e históricos se ori-
ginan en luchas por la tierra. Esto sugiere el
papel especial que desempeña la política
territorial en la realidad posterior al con-
flicto. La capacidad de ocuparse de los
reclamos de tierras de las mujeres y los
refugiados, de usar la tierra como parte de
una estrategia para generar oportunidades
económicas para soldados desmovilizados
y para resolver conflictos y reclamos super-
puestos en forma legítima, extenderá
mucho el alcance de la reconciliación pos-
terior al conflicto y acelerará la recupera-
ción del sector productivo, hecho clave
para el posterior crecimiento económico. Si
no se implementan los mecanismos necesa-
rios, los conflictos pueden seguir avivándo-
se, tanto abierta como solapadamente, con
altos costos sociales y económicos, espe-
cialmente porque, a medida que pasa el
tiempo, las subsiguientes transferencias de
propiedad llevarán a una multiplicación de
la cantidad de conflictos que pueden termi-
nar en una inseguridad jurídica generaliza-
da de la tenencia de la tierra.

Si bien en los trabajos publicados sobre
el tema la discusión es todavía limitada,
aún los conflictos comparativamente
“pequeños” por tierras pueden reducir de
forma significativa la productividad y la
equidad (Deininger y Castagnini, 2002).
Estos conflictos son probables en escena-
rios de transición demográfica y económica

rápidas. En esos casos, las instituciones
existentes deben tener la autoridad y legiti-
midad para reinterpretar las normas y así
impedir que conflictos relativamente
menores se conviertan en confrontaciones
a gran escala. La apertura de canales para-
lelos para la resolución de conflictos con
frecuencia contribuyó a aumentar en vez
de reducir la incidencia de conflictos por la
tierra. Es preferible desarrollar las institu-
ciones informales con legitimidad social y
que pueden tratar los conflictos a bajo
coste.

Régimen fiscal de la tierra 

La falta de fuentes adecuadas de ingre-
sos propios de los gobiernos locales puede
afectar no sólo su viabilidad financiera
sino también limitar su capacidad de res-
puesta y de rendir cuentas ante la pobla-
ción local. Los impuestos sobre la tierra
siempre han sido identificados como una
fuente de ingresos propios para los gobier-
nos locales que, además, se asocian a un
mínimo de distorsiones y a la vez pueden
alentar un uso más intensivo de la tierra. Si
bien el uso que se hace de los impuestos
sobre la tierra varía mucho de un país a
otro, la renta pública real está en general
muy por debajo de su potencial. Los moti-
vos son, entre otros, las deficientes estruc-
turas de incentivos y el descuido de temas
relacionados con la evaluación, adminis-
tración fiscal, fijación de la alícuota o tasa
impositiva además de la dificultad política
de tener impuestos significativos sobre la
tierra.

La gran visibilidad de los impuestos
sobre la tierra implica la dificultad política
que se enfrenta para establecerlos, sobre
todo en medios donde los dueños de la tie-
rra todavía mantienen considerable poder
político. Además de la elección democráti-
ca de los gobiernos locales y del respaldo
administrativo a los diferentes aspectos del
cobro de los impuestos, planes para alentar
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la responsabilidad fiscal y el cobro de los
impuestos locales, por ejemplo, equiparar
los impuestos cobrados con fondos del
gobierno central, pueden ayudar a diseñar
adecuadamente y luego a cobrar los
impuestos sobre la tierra. Esto puede
impactar significativamente sobre los
incentivos para un uso efectivo de la tierra,
los ingresos de los gobiernos locales, el tipo
y nivel de suministro servicio público y el
gobierno.

La propiedad estatal de la tierra
y las normas sobre el uso de la tierra

En muchos países en vías de desarrollo,
el Estado ha demostrado no tener la capa-
cidad de dar el mejor uso a la tierra. No
obstante, sorprende saber que el Estado
sigue siendo dueño y manejando vastas
extensiones de tierras. Muchas veces, tie-
rras desocupadas de gran potencial en
zonas peri-urbanas carecen de inversiones
y se ven sometidas a la burocracia, a proce-
sos de reparto no transparentes y a la
corrupción. La experiencia demuestra que
la privatización de esas tierras podría no
sólo aportar importantes cantidades de
recursos a las administraciones locales sino
también aumentar la inversión y la eficacia
del uso de la tierra. Si hubo personas
pobres que ocuparon tierras fiscales de
buena fe durante mucho tiempo y realiza-
ron mejoras, deben reconocerse esos dere-
chos y formalizarlos al coste nominal para
evitar resultados negativos sobre el patri-
monio. Cuando se trata de tierras fiscales
desocupadas pero de gran potencial, sobre
todo en zonas urbanas, la mejor opción
sería rematarlas al mejor postor, especial-
mente si el producido puede usarse para
compensar a los dueños originales de la tie-
rra o para dar tierras y servicios a los
pobres en las periferias de las ciudades, a
mucho menor coste.

Los Estados deberían tener el derecho
de adquirir tierras por expropiación, con

pago de indemnizaciones, para usarlas en
beneficio de más personas. Al mismo tiem-
po, la forma en que muchos gobiernos de
países en vías de desarrollo ejercen este
derecho, especialmente para la expansión
de las ciudades, debilita la seguridad jurídi-
ca de la tenencia de la tierra y, como es fre-
cuente que no se pague indemnización o
que sea muy pequeña, también se afecta
negativamente el patrimonio. En muchos
casos, saber por anticipado que habría
expropiación sin indemnización llevó a los
dueños de la tierra a vender sus tierras en
los mercados informales a precios bajos,
obligándolos a desprenderse de activos
clave por una fracción de su valor verdade-
ro. Además, así se alienta el desarrollo no
planificado y el urbanismo fragmentado
(urban sprawl) que hará más difícil y costo-
sa la posterior provisión de servicios por
parte de la administración.

La frustrante experiencia del manejo de
la tierra por parte del Estado ha llevado a
una preferencia generalizada por establecer
normas para reducir las externalidades inde-
seables, para ayudar a mantener bienes
públicos como el paisaje, los valores históri-
cos o para facilitar una provisión más efecti-
va de servicios por parte del Estado. Donde
surgen las externalidades provenientes del
uso de la tierra, se justifica limitar el uso dis-
crecional de la tierra por parte de sus
dueños. Las preguntas que aún deben
responderse al intentar enfrentar estos temas
se refieren a qué medidas deben ser impues-
tas por los gobiernos centrales o por las
administraciones locales y cómo diseñar las
intervenciones específicas.

En general, debería establecerse la
zonificación y otras normas sobre el uso de
la tierra a partir de una clara evaluación de
la capacidad necesaria para implementar-
las, los costos de hacerlo y la forma en que
se distribuirán tanto los costes como los
beneficios. Cuando no se hizo así, con fre-
cuencia se vio que las normas impuestas
desde el gobierno central no se pudieron
implementar con las capacidades exis-
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tentes, que hacerlo implicó costes muy
altos en su mayoría pagados por los pobres
o que el proceso degeneró en una forma de
procurar alquileres. Se dedicaron muy
pocos esfuerzos a buscar mecanismos que
permitieran a las comunidades locales
enfrentar estas externalidades de manera
más descentralizada y por lo tanto, menos
costosa. La devolución gradual de la
responsabilidad por las normas sobre el uso
de la tierra a las administraciones locales, si
se une al desarrollo de las capacidades,
podría constituir un aporte significativo a los
esfuerzos tendentes a una descentralización
más efectiva.

Conclusiones: La tierra
en un contexto regulatorio
más amplio

Las políticas de la tierra tocan temas
estructurales que, en el largo plazo, deberán
ser abordados para garantizar que las opor-
tunidades económicas abiertas por cambios
generados por otras políticas beneficien a la
amplia mayoría de los sectores pobres. Sin
embargo, las medidas para mejorar la seguri-
dad jurídica sobre la tenencia de la tierra,
reducir (el coste) de las transferencias de los
derechos sobre la tierra y el establecimiento
de un marco regulatorio para impedir las
externalidades indeseables traspasan los
límites tradicionales de las responsabili-
dades institucionales dispersas entre minis-
terios, por ejemplo, medio ambiente, refor-
ma agraria, planificación urbana y falta de
coordinación y de capacidad. Para superar la
compartimentalización que surge de esta
organización, es esencial tener una visión a
largo plazo que incluya temas de la tierra en
el marco de una estrategia de desarrollo
ampliamente respaldada. Debería supervis-
arse por separado en qué medida se logran
los objetivos, pero junto con otros progra-
mas gubernamentales para la reducción de
la pobreza y el desarrollo económico.

Además de atravesar los límites institu-
cionales, los temas de la política de la tierra
son complejos, específicos a cada país, de
largo alcance por naturaleza y a menudo
polémicos políticamente. Esto demanda
prestar particular atención a la secuencia de
reformas y también a su economía política.
Si bien las intervenciones en materia de la
tierra mejorarán la sociedad, pueden ser
desafiadas por intereses establecidos que
obtienen grandes beneficios del status quo.
Para que sea factible la reforma regulatoria,
será esencial un diálogo normativo amplio,
abierto, programas pilotos cuidadosamente
elegidos y evaluados y también compartir
experiencias entre países para, al mismo
tiempo, contribuir al desarrollo de capaci-
dades locales para la formulación e imple-
mentación de políticas.
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